
La Uruca, San José, Costa Rica, jueves 21 de diciembre del 2023

AÑO CXLV Nº 237 136 páginas

JORGE EMILIO 
CASTRO 
FONSECA (FIRMA)

Firmado digitalmente por 
JORGE EMILIO CASTRO 
FONSECA (FIRMA) 
Fecha: 2023.12.20 16:01:08 
-06'00'



La Gaceta Nº 237 — Jueves 21 de diciembre del 2023Pág 6

ASAMBLEA LEGISLATIVA
DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA

COMISIÓN DE LA MUJER 
TEXTO ACTUALIZADO SESIÓN N° 9 del 18 de octubre 2023 

EXPEDIENTE N°. 23.101
LEY PARA LA PROMOCIÓN Y REGULACIÓN DEL 
MICROCRÉDITO COMO FOMENTO DE LA INCLUSIÓN

SOCIAL FINANCIERA EN COSTA RICA.

ARTÍCULO 1- Objeto
Promover la inclusión financiera como una política 

pública que impulse el desarrollo económico y la inclusión 
social, además de reducir la pobreza, al facilitar a la población 
costarricense el acceso y utilización de diversos productos y 
servicios financieros formales.

ARTÍCULO 2- El Ministerio de Economía, Industria y 
Comercio será el encargado de promover, diseñar, implementar, 
aprobar, supervisar y rendir cuentas sobre una política pública 
orientada a la promoción del desarrollo económico e inclusión 
social a través de estrategias de inclusión financiera.

De forma anual, el jerarca del Ministerio de Economía, 
Industria y Comercio deberá presentar un informe de 
rendición de cuentas sobre el grado de cumplimiento de la 
implementación y efectividad de la política pública de inclusión 
financiera.  El informe será de carácter público y deberá estar 
disponible en el portal Web del Ministerio de Economía, 
Industria y Comercio.

ARTÍCULO 3- Modifíquese el artículo 36 bis de la 
Ley 7472, Ley de Promoción de la Competencia y Defensa 
Efectiva del Consumidor, para que lea de la siguiente forma:

Artículo 36 bis- Límites en las operaciones financieras, 
comerciales y los microcréditos.

La tasa anual máxima de interés que podrán cobrar 
las personas físicas o jurídicas que otorguen financiamiento 
a un tercero para operaciones financieras, comerciales y 
microcréditos deberá ajustarse a los límites establecidos en 
este artículo.

La tasa anual máxima de interés para todo tipo de 
crédito, salvo para los microcréditos, se calculará sumando 
el promedio simple, del promedio ponderado de los últimos 
doce meses de la tasa de interés activa, más doce coma ocho 
(12,8) puntos porcentuales. Dicho resultado se multiplicará 
por uno coma cinco (1,5).

Para efectos de esta ley, se entiende por microcrédito 
todo crédito que no supere un monto máximo de tres (3) 
veces el salario base del oficinista 1 del Poder Judicial, 
según la Ley 7337, de 5 de mayo de 1993.

Adicionalmente a los microcréditos indicados en el 
párrafo anterior, también se considerarán microcréditos 
las siguientes otras modalidades:

a) Microcrédito Mujer Emprendedora: dirigido a aquellas 
mujeres con requerimientos de crédito para el desarrollo 
de actividades productivas, emprendimiento, 
autoempleo y/o jefas de hogar, en cuyo caso el monto 
máximo de la facilidad crediticia será de 5 veces el salario 
base del oficinista 1 del Poder Judicial, según la Ley 7337, 
de 5 de mayo de 1993.

b) Microcrédito personal: en este caso las personas físicas 
podrán optar por un crédito máximo equivalente a 2,5 
veces el salario base del oficinista 1 del Poder Judicial, 
según la Ley 7337, de 5 de mayo de 1993.

Artículo 30- Recursos para el Catastro Nacional. Cada 
año, las municipalidades deberán girar, a la Junta Administrativa 
del Registro Nacional, el uno por ciento (1%) del ingreso anual 
que recauden por concepto del impuesto de bienes inmuebles.

El Catastro Nacional utilizará el porcentaje establecido 
para mantener actualizada y accesible, permanentemente, la 
información catastral para las municipalidades, que la exigirán 
y supervisarán el cumplimiento de las metas relativas a esta 
obligación.

El Catastro deberá informar anualmente, a las 
municipalidades, sobre los resultados de su gestión relacionada 
con el uso y destino de dichos recursos, sin perjuicio de la 
fiscalización superior que corresponde a la Contraloría General 
de la República.

ARTÍCULO 17- Refórmese el artículo 37 de la Ley de Impuesto 
sobre Bienes Inmuebles, N.° 7509, de 9 de mayo de 1995, y sus 
reformas, para que el texto se lea de la siguiente manera:

Artículo 37- Anualmente, las municipalidades deberán 
girar, del ingreso anual que recauden por el impuesto territorial

a. El uno por ciento (1%) a la Junta Administrativa del 
Registro Nacional que se refiere el artículo 30 de la presente 
ley. La Junta estará obligada a mantener actualizada y 
accesible la información registral y catastral; además, deberá 
brindar el asesoramiento requerido por las municipalidades. 
Las municipalidades supervisarán el cumplimiento de las 
metas relativas a esta obligación.  El Registro Nacional 
deberá informar, anualmente, de los resultados de su gestión. 
Por los medios a su alcance, entregará en diciembre de cada 
año la información correspondiente a cada municipalidad.

b. El cero punto cincuenta por ciento (0.60%) al 
Ministerio de Justicia y Paz, que se distribuirán de la 
siguiente manera:

El 90% del porcentaje indicado en este inciso 
b) se destinará para el desarrollo de los programas 
de prevención que se incluyan en los planes del 
Viceministerio de Paz. Estos recursos no se podrán 
utilizar para gasto administrativo, creación de plazas 
ni pago de remuneraciones.

El 10% del porcentaje indicado en este inciso b) 
se destinará exclusivamente para que se desarrolle 
y aplique un índice de seguridad ciudadana en 
prevención de la violencia.
c. El cero punto cuarenta por ciento (0.40%) será 

destinado dentro de su presupuesto institucional, para 
programas de prevención de la violencia que desarrollará la 
municipalidad, para lo cual podrán coordinar con instituciones 
públicas que conforman el Sistema de Seguridad Ciudadana, 
la Comisión Nacional para la Prevención de la Violencia y la 
Promoción de la Paz Social y otras instituciones u organismos 
que se especialicen en la prevención de la violencia. Estos 
recursos no se podrán utilizar para gastos administrativo, 
creación de plazas ni pago de remuneraciones.

TRANSITORIO ÚNICO- La entrada en vigencia de la reforma 
de los artículos 30 y 37 de la Ley 7509, Impuesto sobre Bienes 
Inmuebles, de 9 de mayo de 1995, será en el periodo presupuestario 
siguiente a la entrada en vigencia de la presente ley.

Rige a partir de su publicación.
Diputada Gloria Navas Montero

Presidenta Comisión Permanente Especial
de Seguridad y Narcotráfico

Exonerado.—1 vez.—( IN2023832444 ).
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y julio de cada año, en La Gaceta y en su página web. Estas 
tasas se aplicarán para todo contrato, negocio o transacción 
efectuado en el semestre siguiente al de su publicación. 

Para el caso de contratos de crédito formalizados a tasas 
de interés fijas, respetando lo establecido en este artículo, se 
debe entender que dicha tasa prevalecerá a lo largo de la 
vigencia de dichas operaciones de crédito.

Se prohíbe al oferente del crédito fragmentar el monto de 
los créditos regulares, en montos iguales o menores a tres (3) 
veces el salario base del oficinista 1 del Poder Judicial, según 
la Ley 7337, de 5 de mayo de 1993, con el fin de cobrar una 
tasa mayor a la tasa máxima establecida para el crédito regular.

Se prohíbe a toda persona física o jurídica, que otorgue 
financiamiento a terceros, incorporar a la tasa de interés 
costos, gastos, multas o comisiones que superen los límites 
establecidos en la presente ley. No se considerarán parte de 
la tasa de interés los cargos por la realización evidenciable 
de una gestión de cobranza administrativa que no podrá ser 
superior, en ningún caso, al monto equivalente al cinco por 
ciento (5%) de la parte del principal que se encuentre en 
mora, no pudiendo superar nunca el monto de doce dólares 
de los Estados Unidos de América ($12), considerando que 
esta multa aplicará a partir del quinto día de atraso y no podrá 
aplicarse más de una vez al mes. Cualquier otro cargo, costo 
financiero o comisión, se denomine en los contratos tasa 
de interés o no, se considerarán parte de la tasa de interés 
de la operación siempre y cuando sean obligatorios para 
el otorgamiento del crédito y correspondan a un pago en 
beneficio del acreedor. Se excluyen también los servicios 
y productos que voluntariamente ha solicitado o adquirido el 
deudor, tales como, pero no limitado a: servicios de tecnología, 
seguros, productos, promociones y avales.

El cobro de una tasa de interés superior a las establecidas 
por el BCCR, de acuerdo con este artículo, se considerará una 
ventaja pecuniaria desproporcionada para efectos del artículo 
243 de la Ley 4573, Código Penal, de 4 de mayo de 1970. 
Para bancos y sus grupos o sus conglomerados financieros, 
en lo referente a tasas de interés moratorias, tanto en colones 
como en dólares, se aplicará lo establecido en el artículo 70 de 
la Ley 1644, Ley Orgánica del Sistema Bancario Nacional, de 
16 de setiembre de 1953. Para el caso de créditos pactados 
con entidades no bancarias, se aplicará lo establecido en el 
artículo 498 de la Ley 3284, Código de Comercio, de 30 de 
abril de 1964.

Será responsabilidad de la Superintendencia General de 
Entidades Financieras (Sugef) velar, mensualmente, por que 
en ningún crédito que exceda el monto correspondiente a un 
microcrédito se cobre una tasa superior a la tasa anual máxima 
de interés para todo tipo de crédito. En caso de determinarse 
un incumplimiento, la Superintendencia hará una prevención 
a la entidad o empresa para que en el plazo de cinco días 
contados a partir de la notificación, corrija la situación y 
reintegre a sus deudores las sumas cobradas en exceso. 
Además procederá ́́ a poner los hechos en conocimiento del 
Ministerio Publico.

ARTÍCULO 4- Modifíquese el artículo 44 bis de la 
Ley 7472, Ley de Promoción de la Competencia y Defensa 
Efectiva del Consumidor, para que lea de la siguiente forma:

Artículo 44 bis- Obligaciones de oferentes de crédito.
Además de las disposiciones del artículo 42 de esta 

ley, los oferentes de crédito deberán cumplir con los 
siguientes requisitos:

c) Microcrédito personal sin historial crediticio: 
Dirigido a aquellas personas físicas y jurídicas que 
no poseen historial crediticio como deudores ante la 
Superintendencia General de Entidades Financieras 
(SUGEF) o que han mostrado inactividad en dicha 
central en los últimos 12 meses previo al otorgamiento 
del crédito. El monto máximo de un microcrédito de 
este tipo es equivalente a tres (3) veces el salario 
base del oficinista 1 del Poder Judicial, según la Ley 
7337, del 5 de mayo de 1993.

d) Microcrédito productivo: dirigido a aquellos emprendimientos 
empresariales y/o familiares cuyo objetivo sea la 
actividad productiva y no el consumo. En esta categoría, 
el monto máximo de la facilidad crediticia será de 10 
veces el salario base del oficinista 1 del Poder Judicial, 
según la Ley 7337, de 5 de mayo de 1993.
La tasa anual máxima de interés, en colones, para 

microcréditos se calculará sumando el promedio simple, 
del promedio ponderado de los últimos doce meses de la 
tasa de interés activa, más trece coma dieciocho (13,18) 
puntos porcentuales. Dicho resultado se multiplicará por 
dos coma cero ocho cinco (2,085). La tasa de interés en 
colones para las otras modalidades de microcrédito serán 
las siguientes:

a) Microcrédito mujer: la suma del promedio simple, del 
promedio ponderado de los últimos doce meses de la 
tasa de interés activa, más trece coma dieciocho (13,18) 
puntos porcentuales. Dicho resultado se multiplicará por 
dos coma cero ocho cinco (2,085).

b) Microcrédito personal: la suma del promedio simple, del 
promedio ponderado de los últimos doce meses de la 
tasa de interés activa, más trece coma dieciocho (13,18) 
puntos porcentuales. Dicho resultado se multiplicará por 
dos coma cero ocho cinco (2,085).

c) Microcrédito personal sin historial crediticio: la suma del 
promedio simple, del promedio ponderado de los últimos 
doce meses de la tasa de interés activa, más más 
dieciocho (18) puntos porcentuales. Dicho resultado 
se multiplicará por dos coma cero ocho cinco (2,085).

d) Microcrédito productivo: la suma del promedio simple, 
del promedio ponderado de los últimos doce meses 
de la tasa de interés activa, más diecisiete (17) puntos 
porcentuales. Dicho resultado se multiplicará por dos 
coma cero ocho cinco (2,085).
En ninguna circunstancia se entenderá como microcrédito 

el financiamiento otorgado por medio de las tarjetas de crédito.
Se debe entender que la tasa de interés activa que se 

utilizará para las tasas máximas de todo tipo de crédito y 
microcrédito será la tasa de interés activa negociada del grupo 
Otras Sociedades de Depósito calculada por el Banco Central 
de Costa Rica, en dólares de los Estados Unidos de América 
o en colones, según se haya pactado en el contrato, negocio 
o transacción.

Para el caso de contratos, negocios o transacciones 
pactados en otras monedas se utilizará el promedio simple, 
del promedio ponderado de los últimos doce meses, de la 
tasa de interés activa negociada del grupo Otras Sociedades 
de Depósito, en dólares de los Estados Unidos de América, 
calculada por el Banco Central de Costa Rica.

Las tasas máximas señaladas serán calculadas y 
establecidas por el Banco Central de Costa Rica, el cual las 
deberá publicar, en la primera semana de los meses de enero 
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PODER EJECUTIVO

DECRETOS
N° 44306-H

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA
Y EL MINISTRO DE HACIENDA

De conformidad con las atribuciones que les conceden 
los artículos 140 incisos 3), 8), 18) y 146 de la Constitución 
Política; artículos 25 inciso 1), 27 inciso 1) y 28 párrafo 2 
inciso b) de la Ley General de Administración Pública, Ley N° 
6227 del 2 de mayo de 1978; artículos 18, 18 bis, 62 y 99 del 
Código de Normas y Procedimientos Tributarios, Ley N° 4755 
de fecha 3 de mayo de 1971 y sus reformas; artículo 11 de 
la Ley de Impuesto sobre el Valor Agregado, Ley N° 6826 de 
fecha 8 de noviembre de 1982, y sus reformas; artículos 6 y 28 
de la Ley de Desarrollo, Promoción y Fomento de la Actividad 
Agropecuaria Orgánica, Ley N° 8591, de fecha 28 de junio 
de 2007; artículos 1 y 2 de la Ley para proteger el Desarrollo, 
la Promoción y el Fomento de la Actividad Agropecuaria 
Orgánica, Ley N° 10256 del 24 de agosto de 2022.

Considerando:
I.—Que, el artículo 99 del Código de Normas y 

Procedimientos Tributarios, Ley N° 4755 del 3 de mayo de 
1971 y sus reformas, faculta a la Administración Tributaria 
a dictar normas generales para los efectos de la correcta 
aplicación de las leyes tributarias, dentro de los límites que 
fijen las disposiciones legales y reglamentarias pertinentes.

II.—Que mediante el Título I de la Ley de Fortalecimiento 
de las Finanzas Públicas, Ley N° 9635 del 3 de diciembre del 
2018, se reformó integralmente la Ley del Impuesto General 
sobre las Ventas que pasó a ser la Ley del Impuesto al Valor 
Agregado, Ley N° 6826, de 8 de noviembre de 1982; en virtud 
de la cual se establecieron criterios de progresividad, que 
protegen a diferentes sectores, para ello se establecen las 
tarifas reducidas del impuesto, algunas exenciones y también 
las no sujeciones tributarias.

III.—Que, la Ley para proteger el Desarrollo, la Promoción 
y el Fomento de la Actividad Agropecuaria Orgánica, Ley N° 
10256 del 24 de agosto de 2022, publicada en el Alcance 207 
del Diario Oficial La Gaceta N° 185 del 29 de setiembre de 
2022, adiciona un nuevo inciso 4) al artículo 11 de la Ley N° 
6826 antes indicada, en virtud del cual se establece una tarifa 
reducida del cero coma cinco por ciento (0,5%), a la venta 
de productos agropecuarios o agroindustriales orgánicos 
nacionales que se encuentren registrados y certificados ante 
la entidad correspondiente; asimismo, aplica esta misma tarifa 
en las ventas, así como las importaciones o internaciones de 
equipo, maquinaria e insumos utilizados en las diferentes 
etapas de producción y agro industrialización de productos 
agropecuarios orgánicos que estén debidamente avalados por 

a) Suministrar a la persona deudora, previo a suscribirse 
el contrato, información escrita, clara, actualizada y 
suficiente que precise el mecanismo que se emplee a fin 
de determinar la tasa de interés, los saldos promedios 
sujetos a interés, la fórmula para calcularlos y los 
supuestos en los que no se pagará dicho interés.

b) Presentar explícitamente, en los estados de cuenta, el 
desglose de los rubros que la persona usuaria debe pagar. 
En rubros separados deben mantenerse el principal, 
los intereses financieros, los intereses moratorios, los 
recargos y las comisiones, su amortización y el abono a 
capital, todos correspondientes al respectivo periodo del 
estado de cuenta, a fin de que la persona deudora pueda 
tener un adecuado control de su deuda.

c) Mostrar la tasa de interés cobrada durante todo el 
periodo de la deuda.

d) No modificar ninguna condición de la operación crediticia 
de forma unilateral, una vez suscrito el contrato.
Previo al otorgamiento de las facilidades crediticias, 

las personas oferentes de crédito no supervisados por la 
Superintendencia General de Entidades Financieras (SUGEF) 
podrán solicitarle, a la potencial persona deudora, una 
autorización para tener acceso a la Central de Información 
Crediticia de la Superintendencia General de Entidades 
Financieras, para visualizar las obligaciones crediticias vigentes 
con las entidades supervisadas por dicha Superintendencia, 
con el fin de contribuir a la gestión del riesgo crediticio.

Las personas oferentes de crédito no supervisados 
por la SUGEF deberán facilitar, asimismo, cuando les sea 
requerido por el Ministerio de Economía, Industria y Comercio 
(MEIC), información sobre el estado de la cartera de créditos, 
de conformidad con lo establecido en el artículo 67 de la Ley 
de Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva del 
Consumidor.

ARTÍCULO 5- Modifíquese el inciso g) del artículo 
53 de la Ley 7472, Ley de Promoción de la Competencia y 
Defensa Efectiva del Consumidor, de 20 de diciembre de 
1994, para que se lea de la siguiente forma:

Artículo 53- Potestades de la Comisión Nacional del 
Consumidor.

La Comisión Nacional del Consumidor tiene las siguientes 
potestades:

a) Fiscalizar que los proveedores de servicios financieros 
que no son entidades fiscalizadas por la Superinten-
dencia General de Entidades Financieras (SUGEF), no 
cobren tasas de interés que superen los límites estab-
lecidos en el artículo 36 bis de esta ley. Si la comisión 
determina que algún proveedor de servicios financieros, 
está incumpliendo los límites establecidos en el artículo 
36 bis, le hará una prevención para que en el plazo de 
cinco días contados a partir de la notificación corrija la 
situación y reintegre a sus deudores las sumas cobradas 
en exceso. Si el acreedor no cumple la prevención, la 
Comisión procederá a poner los hechos en conocimiento 
del Ministerio Público.

(…)
Rige a partir de su publicación.
Comisión Especial de la Mujer.—Diputada Carolina 

Delgado Ramírez, Presidenta.—1 vez.—Exonerado.— 
( IN2023832441 ).


